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León, Guanajuato, a 27 veintisiete de agosto del año 2012, dos mil doce. . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 065/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JOSÉ TOMAS TOVAR GARCÍA, en contra del Director de Verificación Urbana y del inspector Pablo Rubén Pérez Ramírez, ambos del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: .  . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna la Orden de Inspección de fecha 17 diecisiete de noviembre del año 2010, dos mil diez, el acta de visita de inspección de fecha 18 dieciocho del mismo mes y año; y, la resolución de fecha 07 siete de diciembre de ese año, todos del procedimiento administrativo de inspección número 609/2010-A. La existencia de los actos combatidos se encuentra acredita en autos de esta causa, con copia simple de la orden de inspección, del acta de inspección y de la referida resolución; y con el reconocimiento que hace  el Director de Verificación Urbana, en la contestación de la demanda. . . . . .  . . . . . . .  . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autorizada del Director de Verificación Urbana en el escrito de alegatos aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto impugnado no afecta el interés jurídico del actor, ya que a la fecha no tiene licencia de anuncio, pues como lo reconoce, la otorgada con anterioridad no esta vigente, por lo que feneció el derecho amparado por dicha licencia, reconociendo omitió realizar la nueva licencia o en su caso la prórroga de la misma, pues la autoridad demandada es la responsable de verificar que se opere el espectacular ubicado en Boulevard Juan José Torres Landa 4332 de la Colonia Las Huertas, con la autorización de la autoridad, lo que no existe a favor del actor. Causal de improcedencia que se CONFIGURA, respecto de la orden de inspección, del acta de visita de inspección, a la clausura de la difusión del anuncio y a la sanción consistente en el retiro del anuncio instalado en el referido inmueble, en el lapso de 15 quince días naturales a partir de la notificación de la resolución, en mérito de las  razones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El artículo 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, prevé que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares, precepto que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 “Artículo 206-A.-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.”

En este sentido, el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico, precepto que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y”
Así, conforme a estos dos artículos para la procedencia del proceso administrativo, son requisitos sine qua non que la parte impetrante cuente con interés jurídico y que acredite en autos que el acto o resolución combatida afecta su esfera de derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica; al respecto resulta aplicable el criterio sostenido por la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 146 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.- En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.). Mientras que, por su parte la doctrina al interés jurídico lo denomina como el derecho subjetivo de carácter administrativo y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En esta tesitura, podemos concluir que cuando el Ordenamiento Legal exige licencia, el interés jurídico no lo crea la sola emisión de la orden de inspección, la visita de inspección, ni la resolución a nombre de la parte actora, sino que éste interés nace con la titularidad de los derechos que origina la Licencia y que en su caso puede verse afectado con el acto impugnado; de esta manera, para que proceda el proceso administrativo, conforme a lo estipulado por los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es menester que en primer lugar se acredite que el actor cuenta con interés jurídico y para ello se requiere que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento, por un acto administrativo o por un acto Contractual; y, en segundo lugar, que en autos de la causa se acredite una afectación a la esfera de derechos del actor, por tanto, una cosa es acreditar la existencia del acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En este orden de ideas, conforme a lo establecido por el artículo 423 fracción III, en relación con el 449, fracción I, del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, toda instalación o fijación de un anuncio en azotea, requiere de la Licencia respectiva y es el caso que el justiciable no acreditó en el procedimiento administrativo de origen ni en este proceso administrativo haberla obtenido; ahora bien, si la materia de anuncios está debidamente Reglamentada en esta Municipalidad, entonces es la Licencia el acto administrativo que engendra al particular la titularidad del derecho para colocar anuncios en azoteas, el que viene a constituir el interés jurídicamente tutelado a que se refieren los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; de este modo, dichos preceptos legales sólo tutelan el interés jurídico y no protegen el interés legítimo, ni mucho menos el interés simple; por tal motivo, para la procedencia del proceso administrativo es menester contar con un derecho legalmente tutelado para que cuando sea quebrantado por la actuación de las autoridades Municipales, el agraviado esté en aptitud de solicitar al Juzgado Administrativo Municipal la reparación de dicha transgresión, sin embargo, como se dijo en supralíneas, en la especie el impetrante no acreditó su interés jurídico, por no contar con la Licencia para la instalación del anuncio que nos ocupa, pues si carece de licencia, entonces el derecho a instalar el anuncio no se encuentra inmerso en la esfera jurídica de la parte actora y por consiguiente no es posible jurídicamente tutelárselo. En merito de lo anterior, ni la orden, ni la visita de inspección, ni la resolución en la parte considerativa y en el segundo punto resolutivo en lo concerniente a la clausura del anuncio y a la sanción administrativa consistente en el retiro del anuncio, en el plazo no mayor a 15 quince días, afectan el interés jurídico de la parte actora, por tal motivo, sólo en este aspecto de la resolución impugnada se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo  261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, al no afectarse la esfera jurídica de la parte impetrante, por ende, de acuerdo a lo señalado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, procede el sobreseimiento del proceso administrativo, respecto a los citados actos y respecto a la inspectora demandada. Al respecto, resulta aplicable el criterio sostenido por la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 156 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO, SU DIFERENCIA CON EL INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS SIMPLE.- Resulta trascendente explicar la diferencia que existe entre los diferentes tipos de interés reconocidos: jurídico, legítimo y simple. Primeramente, debemos mencionar que el interés jurídico se traduce en lo que se conoce como derecho subjetivo, es decir, aquel derecho que, derivado de la norma objetiva, se concreta en forma individual en algún objeto determinado otorgándole una facultad o potestad de exigencia oponible a la autoridad, así tenemos que el acto de autoridad que se reclame tendrá que incidir o relacionarse con la esfera jurídica de algún individuo en lo particular; esto es, tal interés consiste en la existencia de un derecho legítimamente tutelado y que al ser transgredido por la actuación de la autoridad, faculta al agraviado para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando la reparación de dicha transgresión. Por su parte, el interés legítimo es aquel que tienen quienes invocan situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos, diferenciados del conjunto general de la sociedad, por lo que para que exista este interés es suficiente que los particulares, principalmente los pertenecientes a un grupo diferenciado de la sociedad, resulten afectados por actos contrarios a la ley. En cuanto al interés simple, éste lo tienen las personas como cualquier miembro de la sociedad que desean que las leyes se cumplan y para quienes el ordenamiento sólo prevé la denuncia o acción popular.” (Expediente: 5.335/03. Sentencia de fecha 24 de mayo de 2004. Actores: Raúl Aguilar Zacarías y J. Salomón Ramírez Ramírez. Demandada: Ayuntamiento de Acámbaro, Guanajuato.). . . . . . .  . . . . . . . . 

Por otro lado y  en  cuanto a la resolución de fecha 07 siete de diciembre del 
año 2010, dos mil diez, dictada en el procedimiento administrativo de inspección expediente número 609/2010-A, en lo relativo a la imposición de la sanción que consiste en la multa por la cantidad de $9,259.90 (nueve mil doscientos cincuenta y nueve pesos 90/100 moneda nacional) y a los gastos a cargo de la parte actora que se originen por el retiro y almacenamiento del anuncio, cabe precisar que ésta si cuentan con interés jurídico para impugnarla, ya que para la aplicación de una sanción de carácter económico, en los artículos 4 segundo párrafo y 225 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, 555 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, en relación con el 215 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se establece y protege a favor de los particulares el derecho subjetivo consistente en fundar y motivar la individualización de la sanción, considerando elementos como la situación socioeconómica, la congruencia entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada -gravedad de la infracción-, la naturaleza de la afectación, la reincidencia, entre otros; por tal motivo, en lo tocante a la sanción económica, en el considerando siguiente se abordará el estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda en cuanto a la multa, así como a los gastos que originen el retiro y almacenamiento del anuncio. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Número de Registro: 178,070; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XXII, Julio de 2005; Tesis: I.15o.A.35 A; visible  Página: 1377, bajo el siguiente rubro: “ANUNCIOS. CUANDO LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA NO SÓLO ORDENA SU RETIRO, SINO TAMBIÉN IMPONE MULTAS, EL AFECTADO CON ÉSTAS CUENTA CON INTERÉS JURÍDICO PARA SOLICITAR EL AMPARO. Cuando en una resolución administrativa dictada dentro de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, se imponen sendas multas al quejoso y se le ordena retirar el anuncio publicitario instalado en un inmueble de su propiedad, por no contar con la licencia o autorización correspondiente para instalarlo y operarlo de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 57, 65, fracción I, y 118, párrafo segundo, del Reglamento de Anuncios para el Distrito Federal; si bien es cierto que conforme a la Ley de Amparo el juicio de garantías únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique el acto reclamado, que la falta de afectación a su interés jurídico implica el sobreseimiento en el juicio y que de conformidad con el citado reglamento de anuncios se requiera licencia o permiso para instalar, distribuir, ubicar o modificar anuncios publicitarios; sin embargo, la quejosa no necesita acreditar que cuenta con la licencia o autorización correspondiente para justificar su interés jurídico a efecto de reclamar la referida resolución sólo en lo relativo a las sanciones económicas que le fueron impuestas, pues si figuró como parte y además se dirigió expresamente a ella, es patente que se crea en su perjuicio una situación jurídica concreta, en la medida en que afecta su patrimonio; máxime si su pretensión en el amparo no es que pueda seguir operando el anuncio publicitario instalado  en el  inmueble de su propiedad, sino el que se dejen sin efecto las sanciones económicas y las obligaciones impuestas a su cargo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- En el tercer concepto de impugnación en esencia se aduce que conforme a lo dispuesto por el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, los actos administrativos dictados por las autoridades deben ser emitidos con la debida fundamentación y motivación, resultando nulos cuando no reúnan dicho requisito y para que una multa sea debidamente impuesta debe atenderse a la gravedad de la infracción, la reincidencia y la capacidad económica del infractor; del mismo modo, se ha establecido que cuando la Ley prevé un mínimo y un máximo para la determinación de la sanción, la autoridad está obligada a fundar y motivar en el cuerpo de la resolución, cuáles fueron los factores de individualización de la sanción que tomó en consideración para la imposición de la multa, salvo aquellos casos que se aplique la multa mínima prevista en la Ley; que le fue impuesta una multa por la cantidad de $9,259.90 (nueve mil doscientos cincuenta y nueve pesos 90/100 moneda nacional), importe equivalente a 170 ciento setenta días de salario mínimo, sin que se fundara y motivara de que forma se llegó a la conclusión de que se hicieran acreedores de la multa . En tanto, que el Director de Verificación Urbana en la contestación de la demanda expresa en lo esencial que sostiene la legalidad del acto impugnado, toda vez que la autoridad demandada actúo en términos de Ley, pues de las constancias se desprende que la motivación, legalidad y fundamentación del acto de inspección y de calificación, se encuentran en cumplimiento de las disposiciones establecidas dentro del Reglamento de Anuncios para el municipios de León, Guanajuato; que del acta de visita de inspección se desprenden violaciones al citado Reglamento por parte del actor, al no contar con la licencia vigente y este hecho nos lleva a concluir que resultó en forma legal sancionado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, como se advierte de la lectura del cuarto considerando de la resolución impugnada, podemos concluir que la individualización de la sanción administrativa se encuentra indebidamente motivada, en virtud de que la autoridad demandada le aplica a la parte actora la sanción de multa prevista en la fracción III del artículo 583 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato y ésta contempla el monto de la multa con una cuantía mínima de 30 treinta a 600 seiscientos días de salario mínimo general diario vigente en el Estado, en la fecha de imposición de la sanción; luego entonces, resulta evidente que en la especie la cantidad de la multa impuesta rebasa el mínimo y esto trae consigo una agravación en el uso del arbitrio de la autoridad demandada que calificó la infracción administrativa, circunstancia que de acuerdo a lo establecido por el artículo 215 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicado por disposición expresa del artículo 560, del citado Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, constriñe al Director de Verificación Urbana a razonar de manera pormenorizada cada uno de los elementos que establece el citado artículo 215, que lo llevaron a individualizar e imponerle a la justiciable una multa por la cantidad de $9,259.90 (nueve mil doscientos cincuenta y nueve pesos 90/100 moneda nacional), importe equivalente a 170 ciento setenta días de salario mínimo, tomado a razón de $54.47 (cincuenta y cuatro pesos 47/100 moneda nacional), por día. .  . . 
Bajo estas condiciones, en la resolución combatida tenemos que el monto de la multa impuesta al actor se fija entre el mínimo y el máximo que fija artículo 583, fracción, III, del citado Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, por ello, es menester motivar o justificar cada uno de los elementos establecidos en las diversas fracciones del citado artículo 215, numeral que establece: . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 215.- En la imposición de sanciones la autoridad administrativa fundará y motivará su resolución, y guardará la congruencia y adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, considerando:

I.- La naturaleza de la afectación a los bienes jurídicamente protegidos;
II.- El monto del beneficio, daño o perjuicio económico, derivado del incumplimiento de obligaciones, si lo hubiere;
III.- El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción;
IV.- La gravedad de la infracción; 
V.- La reiteración de la falta dentro de los dos años anteriores; y
VI.- La condición socio-económica del infractor.” 
De esta manera y conforme al artículo transcrito, a fin de motivar la individualización de la sanción, la autoridad se encuentra constreñida a tomar en consideración cada uno de estos elementos, es decir, debe expresar de manera detallada las razones o circunstancias del por qué se aplica o no cada una de la fracciones del referido dispositivo legal; sin embargo, es el caso que la autoridad en su resolución no lo hace, toda vez que en el cuarto considerando de la resolución a debate, concretamente en su párrafo cuarto, solo hace alusión a que la falta se considera que no reviste gravedad extrema y se sostiene que el justiciable no es reincidente, empero, en el cuarto considerando de la resolución impugnada se omite razonar de manera detallada cada uno de los elementos establecidos en las fracciones I, II, III, IV y VI del artículo 215 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que deja de indicar el tipo de afectación que sufren los bienes jurídicamente protegidos con los hechos reprochados a la parte impetrante y además no se identifica a los bienes jurídicamente protegidos; deja de expresar las razones pormenorizadas del por qué existe o no un daño o perjuicio de carácter económico, el monto del beneficio, daño o perjuicio económico causado por el incumplimiento de obligaciones; tampoco se menciona en forma detallada el por qué la parte actora se condujo o no de manera premeditada o deliberada, es decir, no se indicó si la acción u omisión que constituye la infracción fue o no de carácter intencional; además se deja de expresar de manera pormenorizada el por qué la falta imputada al impetrante se estima que no reviste una gravedad extrema; y, tampoco se expresa en forma detallada como influyeron en el ánimo de la autoridad administrativa las condiciones sociales ni la capacidad económica del actor. Siendo lo anterior así, resulta evidente que no se guarda congruencia entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada. . . . . .  . . . . . . 
En este orden de ideas, en el cuarto considerando de la resolución combatida, no se justifica la determinación del monto de la multa impuesta al actor, toda vez que no se razonan de manera pormenorizada cada una de la fracciones que contempla el artículo 215 del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, a pesar de que el artículo 583, fracción III del citado Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, establece la multa que va de una cantidad mínima a otra máxima, amén de que no se especifica como influyeron esos elementos en el ánimo de la autoridad para cuantificar la sanción combatida; por consiguiente, los razonamientos argüidos en la citada parte considerativa de la resolución a debate, son insuficientes para justificar y motivar la individualización de la sanción económica impuesta al justiciable y se le deja en estado de indefensión, ya que no se le proporcionan elementos suficientes para plantear su defensa en este aspecto de la multa impugnada. Respecto a la individualización de la sanción, resulta ilustrativa la tesis de Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito, de la Séptima Época; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Apéndice de 1995; Tomo: Tomo III, Parte  TCC; Tesis: 867; visible a página 663, bajo el siguiente rubro: “MULTAS. ARBITRIO EN SU CUANTIFICACION ARRIBA DEL MÍNIMO.  Para imponer una multa fiscal en cuantía superior al mínimo (pues es evidente que al imponer el mínimo no hace falta razonamiento alguno, ya que no hubo agravación en uso del arbitrio), es necesario que las autoridades fiscales razonen el uso de su arbitrio, y que expongan los razonamientos y las circunstancias de hecho y de derecho que hacen que en el caso particular se deba agravar en alguna forma la sanción. Pero esos razonamientos deben ser razonamientos aplicados al caso concreto y a las circunstancias del caso concreto, sin que sea suficiente hacer afirmaciones abstractas e imprecisas. De lo contrario se violaría la garantía de motivación, y se dejaría además a la afectada en estado de indefensión, pues no se le darían elementos para hacer su defensa, ni para desvirtuar la sanción concreta impuesta en su caso individual, con violación de los artículos 14 y 16 constitucionales. En esas condiciones, la simple afirmación de que un gran volumen de negocios hace que la situación sea buena, es demasiado imprecisa para justificar por sí sola una elevación de la multa, pues puede haber gran volumen de operaciones con una utilidad mínima, o aun con pérdida, como es claramente el caso de empresas que tienen grandes endeudamientos y gran volumen de operaciones. Por otra parte, el que la infracción haya causado perjuicios al Fisco, no es elemento para agravar la sanción, pues el elemento perjuicio será siempre la base misma de la tipificación de la infracción, pero insuficiente para mover el arbitrio entre los extremos de la multa. También resulta falso que los causantes morosos obtengan ventaja respecto de los causantes puntuales, pues los daños y perjuicios que se cobran en materia fiscal (además de las multas) como intereses moratorios son extraordinariamente elevados (24% anual, contra el 9% en materia civil y el 6% en materia mercantil). Y la afirmación de que hay que evitar prácticas viciosas tendientes a evadir las prestaciones fiscales, también es un elemento determinante de la creación de la infracción, pero insuficiente para mover la cuantía entre los extremos legales; para esto habría que referirse a las prácticas individuales de la afectada, o a su habitualidad, etcétera”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, en la presente causa administrativa se encuentra acreditada la existencia de un vicio formal, como lo es la insuficiente motivación de la resolución combatida respecto a la individualización de la sanción, configurándose la causal de ilegalidad contemplada en el artículo 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que, la autoridad demandada viola en perjuicio de la parte impetrante los artículos 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 215 fracciones I, II, III y VI, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por tanto, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad parcial de la resolución impugnada, para el efecto de que el Director de Verificación Urbana adscrito a la Dirección General de Verificación Normativa de este Municipio, emita otra en la que subsane la violación formal en que incurrió, esto es, motive suficiente y adecuadamente la resolución, respecto a la individualización de la sanción administrativa expresando de manera pormenorizada la naturaleza de la afectación a los bienes jurídicamente protegidos; el monto del beneficio, daño o perjuicio económico, derivado del incumplimiento de obligaciones, si lo hubiere; el carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción; la gravedad de la infracción; la reiteración de la falta dentro de los dos años anteriores; y, la condición socio-económica del infractor. Sobre el particular cabe precisar que la resolución impugnada queda insubsistente en cuanto a su cuarto considerando, así como su punto resolutivo segundo, párrafos primero, segundo y cuarto en lo relativo a la multa aplicada y a los gastos que origine el retiro del anuncio; y, queda subsistente respecto a los considerandos primero, segundo, tercero con excepción de la aplicación de la fracción VI del artículo 580 del multicitado Código Reglamentario de Desarrollo Urbano y el cuarto en lo concerniente al retiro del anuncio, así como los puntos resolutivos primero y segundo respecto a la clausura del anuncio y al retiro del anuncio y  demás puntos resolutivos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo  segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 143 primer párrafo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302, fracción II, del  Código  de  Procedimiento y  Justicia  Administrativa  para   el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, respecto a la orden de inspección, de fecha 17 diecisiete de noviembre del año 2011, dos mil once; al acta de visita de inspección, levantada el día 18 dieciocho del mismo mes y año, a la clausura del anuncio y a la sanción administrativa consistente en el retiro del anuncio instalado en el inmueble ubicado en Boulevard Juan José Torres Landa número 4332 cuatro mil trescientos treinta y dos, de la colonia Las Huertas, de ésta ciudad, en el lapso de 15 quince días naturales, en términos de la resolución impugnada, actos emitidos dentro del procedimiento administrativo de inspección número 609/2010-A y en cuanto al inspector demandado, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD PARCIAL de la resolución emitida con fecha 07 siete de Diciembre del año 2010, dos mil diez, en el procedimiento administrativo de inspección, expediente número 609/2010-A, por el Director de Verificación Urbana adscrito a la Dirección General de Verificación Normativa de este Municipio; nulidad que se declara para el efecto de que el referido Director, subsane la violación formal en que incurrió, esto es, motive suficiente y adecuadamente la resolución, respecto a la individualización de la sanción administrativa que en derecho proceda aplicarle; sobre el particular se precisa que la resolución impugnada queda insubsistente en cuanto a su cuarto considerando, así como su punto resolutivo segundo, párrafos primero, segundo y cuarto en lo relativo a la multa aplicada y a los gastos que origine el retiro del anuncio; y, queda subsistente respecto a los considerandos primero, segundo, tercero con excepción de la aplicación de la fracción VI del artículo 580 del multicitado Código Reglamentario de Desarrollo Urbano y cuarto en lo concerniente al retiro del anuncio, así como los puntos resolutivos primero, segundo respecto a la clausura del anuncio y al retiro del anuncio y demás puntos resolutivos por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . .  . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . .  . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
